	Fecha
	6 de junio de 1960
	Sesión número
	25

	Motivo: Amparo

	Recurrente: MIGUEL ÁNGEL DI BELLA SÁNCHEZ Y JOSÉ BENJAMÍN BOLAÑOS PRADO

	Recurrido: GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE SAN JOSÉ

	Objeto del recurso: Alegan los recurrentes que se procedió al cierre y sello de las puertas de su Teatro, atendiendo órdenes de la Gobernación de la Provincia de San José, debido a que no reúne las condiciones necesarias. Alegan violación de los artículos 35, 45 y 46 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Que de acuerdo con los informes del Director del Departamento de Ingeniería Sanitaria del Ministerio de Salubridad Pública y del Consejo de Seguridad e Higiene de Trabajo, se determinó que el Teatro no reúne condiciones de seguridad ni higiene y constituye una amenaza para la seguridad de las personas, razón por la cual no debe concedérsele permiso de funcionamiento. Se ordenó el cierre y sello del Teatro de conformidad con el artículo 50 de la Ley N° 20, de 24 de julio de 1867. 

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar el recurso. La inseguridad y peligro que tiene el edificio fueron confirmadas por el Departamento de Ingeniería Sanitaria y por el Consejo de Seguridad e Higiene de Trabajo. La Ley de Ordenanzas Municipales y el Reglamento de Teatros, obligan al Gobernador a velar por la seguridad pública, y lo facultan para clausurar los locales  en malas condiciones.  


N° 25
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día 6 de junio de mil novecientos sesenta, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Valle, Elizondo, Quirós, Ramírez, Bejarano, Acosta, Jacobo, Soto, Trejos, Sanabria, Calzada, Fernández, Jiménez y Porter.

Artículo VII

También se trajo a estudio el recurso de Amparo interpuesto por Miguel Ángel Di Bella Sánchez y José Benjamín Bolaños Prado contra el señor Gobernador de la Provincia de San José, en que los recurrentes alegan: “Concurrimos a establecer el correspondiente Recurso de Amparo en contra de los señores Agente Principal de Policía de Sabanilla de Montes de Oca don Nicolás Sibaja Prado, quien es mayor, casado y vecino del lugar de sus funciones y el señor Gobernador de la Provincia de San José, señor don Carlos Lara Hine, quien es mayor, casado y de este vecindario, basando dicho recurso de acuerdo con la siguiente relación de hechos y fundamentos de derecho: 1°.- Somos los propietarios del Teatro Dibo que opera en el centro de Sabanilla de Montes de Oca, destinado a dar funciones cinematográficas, de acuerdo con los reglamentos estatuidos al efecto.- 2°.- A pesar que no somos los dueños del local que ocupa dicho centro, no hemos sido conminados por ninguna autoridad competente para que desalojemos el mismo, tampoco se ha tramitado ninguna acción judicial ni en contra del propietario de dicho ni en contra nuestra como sub arrendantes, además de que somos los propietarios de la maquinaria y mobiliario que aloja el mismo, pues si se hubiere acusado falta de higiene o de acondicionamiento y demolición del mismo, ninguna autoridad competente ha tramitado el expediente que podría haber nacido legalmente.- 3°.- El día 18 del presente mes en curso, sin que podamos determinar la hora exacta, el señor Agente Principal de Policía de Sabanilla de Montes de Oca, procedió a sellar las puertas de dicho centro impidiéndonos la entrada, inclusive dentro del mismo en procura de vigilar la maquinaria y mobiliario que se encuentra dentro del teatro o local referido, acusa el referido policial o funcionario que su actitud obedece a órdenes de la Gobernación de la Provincia de San José, quien le dio instrucciones de proceder en la forma expuesta, debido a que el teatro referido no reúne las condiciones necesarias, no obstante que ese desde hace muchos años viene funcionando en forma correcta.- Acción y Derecho: El hecho realizado y que motiva este Recurso repercute en las garantías constitucionales que nos brinda la Constitución Política, la actitud asumida tanto por el señor Agente Principal de Policía de Sabanilla de Montes de Oca, como por el señor Gobernador de la provincia que dio la orden por cuenta y riesgo, sin que la misma viniera de autoridad competente, porque repetimos ninguna autoridad competente ha tramitado ningún expediente; violan de una manera evidente y flagrantemente los articulo 35, 45 y 46 de la Constitución Política, lo que nos obliga a establecer el correspondiente Recurso de Amparo, de conformidad con la Ley N° 1161 del 2 d junio de 1950, acogiéndonos a los artículo 1, 4, 5, 6, 11 y siguientes, a efecto que en la resolución de fondo sea ordenada la suspensión de la orden y en consecuencia se facilite la ruptura de los sellos que clausuraron un comercio lícito y un recinto privado.- El señor agente Principal de Policía de Sabanilla podrá ser notificado en el centro de sus funciones conforme lo acuerda la ley, mientras que el señor Gobernador de la Provincia en su Despacho situado en la Gobernación de San José. Prueba: Desde ahora ofrecemos como prueba el telegrama transmitido por la Central de Telégrafos de San José, con fecha 16 de los corrientes, enviado por la Secretaría de la Gobernación de la Provincia al señor Agente Principal de Policía de Sabanilla, dando la orden consiguiente, adjuntando la copia del mismo a efecto que este Tribunal requiera de la oficina indicada copia de dicho telegrama para ser agregado a los autos y que sirva como prueba.-  Además ofrecemos el propio hecho realizado en el local en donde aparecen los sellos, debiéndose comisionar a un señor Juez Penal para que realice la inspección ocular que se dará mediante acta a los autos como prueba.- Inclusive queda ofrecida como prueba el dicho que viniere de los funcionarios contra quien también se establece el recurso.- Simultáneamente queda enderezado dicho recurso en contra del señor Jorge A. Tinoco P. Secretario de la Gobernación de la Provincia, que fue quien firmó el telegrama dando la orden del caso y en contra de cualquier otro funcionario que hubiere participado en tan arbitraria orden.”

El señor Gobernador rindió su informe así: “Estando en tiempo, respetuosamente me permito rendir a usted, el informe que me solicita en dicho oficio, rogándole lo eleve a esa Honorable Corte Suprema de Justicia, de la que usted es digno Secretario. Para mayor entendimiento de este asunto, voy a ordenar esta exposición informativa, del modo que sigue: Antecedentes: El día 18 de abril último, en la mañana, se presentaron en este Despacho varios vecinos de Sabanilla de Montes de Oca, a denunciar que el Teatro Dibo de esa localidad, no reunía, ni reúne, las condiciones de seguridad e higiene, para proteger debidamente a los asistentes a ese teatro, o sea, lo mismo que dichos concurrentes tenían o tienen el derecho de que ese salón de espectáculos públicos, les brinde la seguridad e higiene requeridos.- El suscrito Gobernador tramitó de inmediato la denuncia de los vecinos mencionados, por tratarse de la suma delicadeza o gravedad de la misma denuncia, ya que estaban o están en juego la seguridad de toda clase de personas que asisten a ese Teatro; y fue así como dirigió el siguiente telegrama circular de preferencia, a los siguientes destinatarios: Departamento de Ingeniería Sanitaria del Ministerio de Salubridad Pública. Ciudad. Consejo de Seguridad e Higiene de Trabajo, Ministerio de Trabajo. Ciudad. Ingeniero Jefe Municipal de Montes de Oca, San Pedro. Jefe Político de Montes de Oca, San Pedro. “Ha recibido denuncias este Despacho de que el Teatro Dibo de Sabanilla de Montes de Oca tiene graves deficiencias de seguridad e higiene, constituyendo amenaza inminente al público que asiste. Por delicadeza y urgencia de este asunto, póngole en su conocimiento, rogándole ordene mayor brevedad inspección e informe a este Despacho resultado de la misma. Atte. f) Jorge A. Tinoco P. Secretario de Gobernación de San José”.- La copia fiel de ese telegrama, aparece al folio N°1, del expediente anexo a este informe.- En oficio N° 740-60, de fecha 11 de mayo en curso, el Director del Departamento de Ingeniería Sanitaria del Ministerio de Salubridad Pública, Ingeniero Edison Rivera Castaing rinde al señor Secretario de mi Despacho, el siguiente informe (folio 2): “…Señor Jorge A. Tinoco P. Secretario de la Gobernación. San José. Estimado señor: Referente a su telegrama de 19 de abril, mediante el cual informa sobre las graves deficiencias de seguridad e higiene del Teatro “Dibo”, situado en Sabanilla de Montes de Oca, me permito hacer de su conocimiento el informe siguiente: “…Me permito informar que el propietario del Teatro señor José B. Bolaños presentó a este Departamento los planos respectivo para su aprobación, de un nuevo teatro que será construido al lado norte de la plaza de esa localidad.  En cuanto al salón actual no reúne condiciones de seguridad ni higiene razón por la cual no debe concedérsele permiso de funcionamiento…” Con base en el informe preinserto, este Despacho, actuando en cumplimiento de sus deberes, por tratarse de resguardar la seguridad del público asistente al teatro de autos, dirigió el siguiente telegrama al Agente Principal de Policía de Sabanilla de Montes de Oca, con copia al Jefe Político de ese Cantón, y que dice (folio 3) “…Agente Pral. de Policía, Sabanilla, Montes de Oca. Depto. de Ingeniería Sanitaria del Ministerio de Salubridad informa que Teatro “Dibo” de ese lugar, no reúne condiciones de seguridad ni higiene, razón por la que no debe permitírsele funcionar. Por Tanto, sírvase cerrar y sellar ese Teatro sin perjuicio de que su dueño pueda hacer uso del mismo siempre que no sea para teatro o cualquier otro espectáculo. Atte. f) Jorge A. Tinoco P. Secretario de Gobernación de San José. C: Sr. Jefe Político de Montes de Oca.- Posteriormente a la expedición del telegrama que antes se reproduce, este Despacho recibió, con fecha doce de mayo en curso y distinguido con el número 108, con destino al señor Secretario de esta Gobernación, el oficio que aparece al folio N°4, del Consejo de Seguridad e Higiene de Trabajo, que entre otras cosas, dice: “…De acuerdo con lo anterior, este centro de espectáculos públicos constituye una amenaza para la seguridad de las personas que asisten a los mismos, tanto por los materiales de que está construido, como por la falta de puertas de emergencia para evacuar el lugar en caso de fuego. No omito manifestarle que por no haber relaciones obrero-patronales en este caso ya que los propietarios, señor Miguel A. Di Bella y Benjamín Bolaños Prado lo atienden, este Consejo no puede intervenir para resolver tan peligrosa situación…” Los Honorables señores Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, tendrán necesariamente que convenir conmigo, en que el suscrito Gobernador se encontró en este caso, con el deber ineludible e imperioso, de ordenar, con base en los informes del Departamento de Ingeniería Sanitaria del Ministerio de Salubridad Pública y Consejo de Seguridad e Higiene del Ministerio de Trabajo, el cierre y sello del Teatro Dibo de Sabanilla de Montes de Oca, por no tener éste las más elementales condiciones de seguridad e higiene; no quedando al suscrito Gobernador otro recurso que el de haber hecho lo que hizo, en manifiesta protección a los asistentes de ese teatro, para entre otras cosas, como lo dice muy bien el Consejo de Seguridad e Higiene de Trabajo, porque, requería el caso una acción pronta antes de lamentar una tragedia.- Convendrán también conmigo los Honorables Magistrados de esa  Corte en que el suscrito Gobernador no podía, bajo ningún concepto, soslayar o esquivar ese grave cumplimiento de su deber, cosa que estoy segurísimo que hubiesen hecho los Supremos Jueces de ese Alto Estrado de Justicia, si hubieran estado en mis funciones de Gobernador. Es decir, hubiesen actuado de la misma manera como yo lo hice, para garantizar la seguridad del público asistente a dicho teatro, con el fin de evitar a todo trance que ese mismo público afrontase una terrible desgracia, al ser incendiado ese teatro, precisamente por su falta comprobada de condiciones de seguridad, siendo inminente la eventualidad de que esas personas asistentes a las funciones cinematográficas del llamado teatro Dibo, tuvieran una muerte trágica, por asfixia y graves quemaduras.- La Ley N° 20, de 24 de julio de 1867, en su artículo 50, que los Honorables señores Magistrados conocen perfectamente, obliga al suscrito Gobernador, entre otras cosas, a velar por la tranquilidad, seguridad y buen orden de las personas de su jurisdicción, interpretando que tranquilidad, seguridad y buen orden, en el caso concreto, son las condiciones que deben mantenerse inflexiblemente en beneficio de la comunidad, para que ésta se encuentre plenamente garantizada por acción del suscrito Gobernador, cual fue y es su orden de cierre y sello de ese teatro de marras.  El suscrito Gobernador no ha hecho otra cosa que cumplir en una Ley de la República, como es la citada anteriormente, estando muy tranquila su conciencia de haber procedido así, con sujeción al artículo 50 ibídem.- En este caso concreto, no deben prevalecer los intereses particulares de los recurrentes, señores Di Bella Sánchez y Bolaños Prado, dueños del Teatro de referencia, quienes lo han explotado a través de mucho tiempo, sin procurarle, como era su deber y obligación, las condiciones de seguridad e higiene en beneficio y protección de las personas que, sin saber el gravísimo peligro que las amenaza, concurren ignorantes del mismo a presenciar unas películas que en su proyección traen consigo la muerte o la tragedia para las mismas.- Me permito rechazar, del modo más respetuoso, el cargo de los recurrentes, de que se han violado por parte del suscrito, en este caso, las garantías constitucionales, ni ninguna otra ley en la materia ni reglamento alguno sobre el particular, obedeciendo mi actitud conocida a amparar, por mandato de la Ley N° 20 de 24 de julio de 1867, en vigencia, a la estimable y respetable porción de la comunidad costarricense que asiste a ese mal llamado teatro.-  Invoco tanto la sabiduría jurídica de los Honorables señores Magistrados de esa Corte, como sus sentimientos y actitudes personales y de Jueces, para que, como tiene que suceder indefectiblemente, declaren sin lugar el presente recurso de Amparo de los señores propietarios del Teatro mencionado, ya que tal declaratoria de ustedes, señores Magistrados, es la única que se compagina con las leyes y reglamentos afines o iguales al caso de autos, pues se trata, como he dicho varias veces, hacer realidad el imperio del ordenamiento legal en la materia y a brindar a la sociedad de este país la seguridad que los recurrentes le han negado por mucho tiempo.- Reitero a ustedes, Honorables Magistrados, mi petición de funcionario público consciente de mis deberes, en el sentido de que, por las razones anteriores de salud y seguridad públicas, se sirvan rechazar el recurso de marras, y que la sociedad costarricense siga contando con la protección de las Altas Autoridades como Ustedes, cuando el público se encuentra gravemente amenazado en su vida, con el mal funcionamiento del Teatro Dibo, que carece, como he dicho, de las más elementales condiciones de seguridad e higiene.- Agrego, adjunto, el expediente con carácter devolutivo, donde constan los informes indicados; y sólo me resta presentar a tan Distinguidos Jueces el testimonio de mis respetos y alta consideración.”

Previa la discusión del caso, esta Corte dispone declarar sin lugar el recurso, por las siguientes razones:  El motivo que tuvo el expresado funcionario para ordenar el cierre de ese Teatro lo fue las denuncias que tuvo de varias personas sobre la inseguridad y peligro que para el público tiene el edificio donde funciona ese Teatro, y sus males condiciones higiénicas, todo lo cual fue confirmado por el Director del Departamento de Ingeniería Sanitaria, Ingeniero don Edison Rivera Castaing, quien en informe dado al señor Gobernador le expresa: “En cuanto al salón actual, (el ordenado cerrar), no reúne las condiciones de seguridad e higiene razón por la cual no debe concedérsele permiso de funcionamiento”. Y por el Consejo de Seguridad e Higiene de Trabajo, que por medio de su Presidente informó a la Gobernación lo siguiente: “El local que se usa para la sala de espectáculos es de madera en su totalidad; sus dimensiones son las siguientes: cuatro metros y medio de ancho por ocho metros de largo y tres metros veinte centímetros de alto. Tiene aproximadamente sillas para ciento veinte personas. Consta solamente de una puerta de noventa y cinco centímetros de ancho para entrada y salida. La caseta de proyecciones es también de madera y separada únicamente de una cantina por una pared de tablilla. Hay un servicio sanitario de pozo negro contiguo al salón, no hay lavatorios ni servicios sanitarios para las mujeres y parte del cielo raso está en completo deterioro.  No tiene extinguidores de fuego y la instalación eléctrica está en pésimas condiciones. El único sistema de ventilación es una ventanilla de veinte por veinticinco centímetros que está en el lado sur de la parte posterior.  De acuerdo con lo anterior, este centro de espectáculos públicos constituye una amenaza para la seguridad de las personas que asisten a los mismos, tanto por los materiales de que está construido, como por la falta de puertas de emergencia para evacuar el lugar en caso de fuego…este Consejo recomienda pronta acción en este caso, antes de lamentar una tragedia.”  El señor Gobernador, que de acuerdo con el artículo 50 de la Ley de Ordenanzas Municipales, N° 20 de 24 de julio de 1867, está obligado a velar por la seguridad pública, y que conforme al artículo 5° del Reglamento de Teatros y demás espectáculos públicos para la ciudad de San José, cuyas normas se han venido aplicando en toda la República, está facultado para clausurar los locales destinados a espectáculos públicos que se encuentren en malas condiciones de seguridad e higiene, no podía menos que actuar en la forma sumaria e inmediata que lo hizo, ordenando cerrar dicho Teatro, sin que pueda reprochársele arbitrariedad, no sólo porque dicha ley lo autoriza para ello, sino también porque cuando se trata de un amago contra la seguridad pública, a la actuación de la autoridad no se le puede someter a esperas. Por otra parte ninguna de las normas constitucionales que indican los recurrentes en apoyo del amparo que piden, resulta transgredida.  No el artículo 35 de la Carta Fundamental, porque no se está en el caso de que a los recurrentes les haya juzgado comisión o tribunal o Juez especiales; no el artículo 45 ibídem, porque no se les ha violado la propiedad del Teatro, la cual mantienen y podrán seguir usando en ese negocio si se construye el edificio en condiciones de no ser un peligro para el público; y tampoco el artículo 46 de la misma Constitución Política, porque no se les está coartando su libertad de comercio o de industria, porque no son esas actividades las que se les impide a los recurrentes, sino el ejercitarlas con peligro y daño para el público.
